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			PRESENTACIÓN


			La asignatura Derecho del Trabajo abarca un amplio y complejo contenido, que, para su estudio sistemático, se diversifica en partes o bloques jurídicos cada vez más definidos.


			El contrato de trabajo, las relaciones colectivas de trabajo, la Seguridad Social o el proceso de trabajo, son susceptibles, sin perder el nexo común de la relación laboral, de tratamiento jurídico diferenciado, y dotado de cierta autonomía, en la contemplación general de la disciplina.


			El libro Derecho Individual del Trabajo circunscribe su contenido al examen del contrato de trabajo, base y fundamento de todo el edificio jurídico-laboral. Comprende completo y detallado estudio del contrato de trabajo, desde su nacimiento hasta su extinción y las numerosas vicisitudes que acompañan a su azarosa vigencia.


			Aun cuando goza de autonomía y sustantividad, se orienta fundamentalmente a facilitar a los alumnos de la uned la preparación de esta parte de la asignatura, a cuyo programa oficial se adapta enteramente.


			Esta décima edición incorpora las modificaciones introducidas en la legislación laboral hasta agosto de 2013, manteniéndose la estructura de ediciones anteriores.


		


	



	
		
			Capítulo I

			EL ORIGEN DE LA RELACIÓN LABORAL

			I. EL CONTRATO DE TRABAJO: CONCEPTO, NATURALEZA Y CARACTERES

			1. Concepto de contrato de trabajo

			El contrato de trabajo es una figura jurídica fundamental en el Derecho del Trabajo; «institución central del Derecho del Trabajo», en palabras del profesor Alonso Olea, constituye la raíz de su origen y la razón de su existencia como disciplina jurídica autónoma.

			Sobre el contrato de trabajo se ha construido el ordenamiento jurídico laboral, y su presencia delimita el campo de aplicación de las actualmente complejas normas laborales y en gran medida de la normativa de Seguridad Social.

			Sin el conocimiento de lo que sea contrato de trabajo, no se puede dar paso alguno en el estudio del Derecho del Trabajo. Es por ello que todas las leyes laborales básicas han abordado en su artículo 1.°, al definir su ámbito de aplicación, el concepto de contrato de trabajo. Así el artículo 1.° del vigente Estatuto de los Trabajadores de 1980, dice que «la presente ley será de aplicación a los trabajadores que voluntariamente presten sus servicios retribuidos por cuenta ajena, y dentro del ámbito de organización y dirección de otra persona, física o jurídica, denominada empleador o empresario».

			De acuerdo con esta redacción del artículo 1.° del Estatuto, contrato de trabajo, será la relación jurídica que surge entre los trabajadores que prestan voluntariamente servicios retribuidos por cuenta ajena y dentro del ámbito de organización y dirección de otra persona, física o jurídica y esta otra persona, denominada empleador o empresario.

			Del mismo modo, el artículo 1.° de la Ley de Relaciones Laborales de 1976, a la que el Estatuto vino a sustituir, establecía que «todas las actividades laborales retribuidas, que se realicen por cuenta ajena y bajo dependencia ajena, salvo las excluidas expresamente en el artículo 2.° (de la propia Ley), se consideran incluidas en la presente ley y demás normas reguladoras de las relaciones de trabajo»; y otro tanto cabe decir de la Ley de Contrato de Trabajo de 1944, vigente hasta 1976 (y parcialmente después de 1976) que, también, en su artículo 1.°, da una laboriosa, pero expresiva definición de contrato de trabajo, en los siguientes términos: «Se entenderá por contrato de trabajo, cualquiera que sea su denominación, aquel por virtud del cual una o varias personas participan en la producción, mediante el ejercicio voluntariamente prestado de sus facultades intelectuales o manuales, obligándole a ejecutar una obra o prestar un servicio a uno o varios patronos o empresarios o a una persona jurídica de tal carácter, bajo la dependencia de éstos, mediante una remuneración, sea la que fuere la clase o forma de ella».

			En todos los conceptos de derecho positivo del contrato de trabajo, tanto en el actualmente vigente del Estatuto de los Trabajadores, como en los de leyes laborales anteriores y hoy derogadas, se contienen los datos básicos de esta clase de contratos: la prestación voluntaria de servicios, por el trabajador a otra persona, que es el empleador o empresario, a cambio de una retribución, realizándose las prestaciones por cuenta y bajo la dependencia de éste.

			El concepto de contrato de trabajo ha merecido también, y con independencia de las formulaciones de derecho positivo, una especial atención por parte de la doctrina. Así, Pérez Botija lo define como «acuerdo expreso o tácito, por el cual una persona realiza obras o presta servicios por cuenta de otra, bajo su dependencia, a cambio de una retribución»; Bayón Chacón, propone como definición: «contrato por el que una persona, a cambio de una remuneración, presta profesionalmente servicios a otra, transfiriéndole su resultado»; el profesor Alonso Olea, por su parte, dice que el contrato de trabajo, es, en puridad, «una relación jurídica, por virtud de la cual los frutos del trabajo pasan, “ab initio”, desde el momento mismo de su producción, a integrar el patrimonio de persona distinta del trabajador». En esta última definición, como en la anterior, se hace especial énfasis en la «ajenidad» del resultado o frutos del trabajo, como nota definitoria del contrato de trabajo, frente a otras, que resaltan más el estado de dependencia o subordinación, especialmente jurídica, de la prestación de servicios del trabajador (Javillier). La verdad es que no es una sola, sino varias, las notas que configuran el contrato de trabajo, como veremos a continuación, bien que la doctrina acentúe, según los autores, una u otra de ellas.

			El contrato de trabajo es, por supuesto, un contrato, respecto del cual vale, en principio, el concepto de contrato que da el artículo 1.254 del Código Civil: «el contrato existe, desde que una o varias personas consienten en obligarse a respecto a otra u otras a dar alguna cosa o prestar algún servicio»; pero se trata de un contrato singular, que no puede reconducirse a alguna de las muchas variedades de contrato, que contempla el Derecho Civil o común. La singularidad radica en la prestación de la acitividad, inseparable de la persona que la presta. Se da en el contrato de trabajo una íntima conexión entre el sujeto del contrato (el trabajador) y el objeto del mismo (la prestación de la actividad laboral), en cuanto esta prestación es inseparable de la persona del trabajador. El trabajador está personal, directa e inmediatamente implicado en la prestación de su actividad, cuyos frutos hace suyos el empresario. De aquí que se diga que la prestación laboral es personalísima, a diferencia de los objetos o prestaciones de la generalidad de los contratos, en que son perfectamente separables los sujetos que los conciertan y las prestaciones de dar o hacer, respecto de las que, como objeto del contrato, se obligan los sujetos.

			Este carácter personalísimo de la prestación laboral justifica la especialidad y singularidad del contrato de trabajo y la ordenación y regulación especial de que ha sido objeto por los Estados, considerándolo un contrato «sui generis», específico, distinto de los demás, en el que sin dejar de valorarse los aspectos patrimoniales, que, obviamente, encierra, tanto para el empresario, como para el trabajador, se estiman también, y, en mayor medida, los aspectos jurídicos-personales de la relación laboral.

			Por otra parte, en el contrato de trabajo, como en todo contrato, hemos de distinguir dos aspectos: una función constitutiva o creadora de la relación jurídica laboral, que es el pacto o acuerdo de voluntades entre empresario y trabajador, que consienten en obligarse recíprocamente, y una función reguladora o normativa de los efectos de la relación jurídica creada, que, por su carácter de contrato de ejecución continuada, prolonga estos efectos en el tiempo, y en tanto subsiste la relación jurídica laboral.

			Así como en su primera función, de creador de la relación jurídico-laboral, la autonomía de la voluntad de las partes es fundamental para la constitución de la relación obligacional, esta autonomía de la voluntad pierde relevancia, en lo que se refiere a la función reguladora de los efectos de la relación, por la extensa ordenación estatal de las relaciones laborales, que, con carácter imperativo, se impone «desde fuera» a la autonomía de las partes y que es lo que se conoce como regulación heterónoma del contrato de trabajo, frente a la regulación autónoma del mismo, que son las condiciones que las partes ponen voluntariamente en el acto contractual y cuyo margen de actuación es muy restringido, salvo en lo que suponga mejora de las condiciones de trabajo, fijadas en las normas legales o de contratación colectiva.

			2. Naturaleza del contrato de trabajo

			Se ha pretendido en algún tiempo por la doctrina ver afinidades del contrato de trabajo con otras figuras contractuales próximas, señaladamente, con el contrato de sociedad, mandato e incluso compraventa.

			La pretensión doctrinal de insertar el contrato de trabajo, en cualquiera de los mencionados tipos contractuales, está hoy total y definitivamente superada.

			El concepto de contrato de trabajo que antes hemos estudiado está suficientemente afincado en la doctrina y legislación como un contrato tipo «sui generis», cuya primera regulación unitaria, sustrayéndolo al Código Civil, y concretamente de la figura del arrendamiento de servicios, se produce en el Código de Trabajo (también conocido como Código de Aunós), de 1926:

			
					El carácter personalísimo de la prestación laboral, inseparable de la persona del trabajador, que si idealmente son prefectamente separables, en la práctica no puede existir la una sin el otro, aleja al contrato de trabajo del de compraventa. En ésta, el objeto del contrato, entrega y aceptación de la cosa vendida, es claramente distinto y separable del sujeto contratante, con independencia de que es firme principio de política social que el trabajo no es una mercancía, que si encierra ciertamente aspectos patrimoniales o económicos, tiene, en mayor medida, aspectos jurídicos-personales.

					No cabe asimilar el contrato de trabajo, al contrato de sociedad del Código Civil. El contrato de sociedad armoniza intereses coincidentes de las partes, en tanto que el de trabajo, por definición, lo que trata, y en ello radica la difícil dinámica de las relaciones laborales, es la armonización de intereses contradictorios, como son los de trabajador y empresario.

					Tampoco el contrato de mandato es figura contractual idónea para encuadrar dentro de él el contrato de trabajo. Este contrato contempla fundamentalmente la realización de negocio por cuenta de otro, y mal puede abarcar y regular las prestaciones materiales del contrato de trabajo en que se traduce este contrato, sobre todo en trabajos de carácter manual.

					Más afinidad presenta el contrato de trabajo con la figura del arrendamiento de servicios regulada en el Código Civil, derivada de la vieja «locatio-conductio operarum» romana, y en la que hemos de ver el precedente del actual contrato de trabajo. El contrato de trabajo no es sino un desarrollo perfeccionado del arrendamiento de servicios civil y constituye una zona fronteriza, de no siempre fácil delimitación, objeto, aún hoy, de copiosa doctrina jurisprudencial.

			

			Para la doctrina laboral, la diferencia entre ambas figuras contractuales radica básicamente en la traslación de la propiedad de los frutos, que en el contrato de trabajo pertenecen «ab initio», y por el sólo hecho de celebrar el contrato, al empresario, nota que no es característica del arrendamiento de servicios.

			El contrato de trabajo, cuya fuerza expansiva alcanza a la casi totalidad de relaciones en que se produce el intercambio trabajo-remuneración, es una figura contractual típica, perfectamente separable de las mencionadas, que goza de una regulación unitaria y con unos principios informadores propios y distintos de cualquier otro contrato contemplado en el Código Civil.

			3. Caracteres del contrato de trabajo

			La adecuada comprensión del concepto de contrato de trabajo, de importancia primordial, como hemos dicho, hace preciso analizar sus caracteres o notas definitorias:

			
					Es un contrato bilateral, en cuanto genera obligaciones para ambas partes.

					Es oneroso, en cuanto supone que cada parte (trabajador y empresario) experimenta una carga o sacrificio, con la prestación a la que se obliga: prestación de servicios, el trabajador, y retribución a cargo del empresario.

					Tiene carácter sinalagmático, dado el carácter recíproco de las prestaciones de las partes, de modo que cada prestación actúa como presupuesto necesario de su recíproca; y así, no surge la obligación para el empresario de pagar el salario, si el trabajador no presta los servicios convenidos, y recíprocamente.

					Es conmutativo, en cuanto cada parte, el contratar, tiene como ciertas las prestaciones a las que se obliga, es decir, el beneficio o perjuicio que el contrato puede causarles.

					Es un contrato de tracto sucesivo o de ejecución continuada, en cuanto sus efectos no se agotan en el mismo acto del contrato, sino que se prolongan y dilatan en el tiempo.

					Finalmente, es un contrato consensual, que se perfecciona por el mero consentimiento de las partes.

			

			Estos caracteres que definen el contrato de trabajo, son enteramente predicables del concepto jurídico-positivo, del artículo 1.° del Estatuto de los Trabajadores vigente. Analizando en concreto, este precepto, hallamos, además como típicas del contrato de trabajo, las siguientes notas:

			 
				a) Voluntariedad. Los servicios a que el trabajador se obliga, en virtud del contrato, han de realizarse voluntariamente, como expresión del carácter libre del trabajo, que es por oposición al trabajo forzoso, el que contempla y regula el Derecho del Trabajo. El carácter voluntario de la prestación es algo inherente a todo relación contractual.

				b) La prestación de servicios constituye la obligación básica del trabajador y es al mismo tiempo el objeto del contrato de trabajo. Se trata de una prestación de actividad, no de resultado. Si bien, toda actividad laboral es, en principio, útil o productiva o conduce, de manera más o menos inmediata, a un resultado útil o productivo, la utilidad de este resultado es indiferente y no integra la deuda contractual del trabajador.

			    En el término de servicios que utiliza el Estatuto se comprende cualquier tipo de trabajo, ya sea manual o intelectual, consagrando la superación de la histórica antinomia: trabajo manual, trabajo intelectual. Se trata en todo caso de servicios prestados personalmente por el trabajador contratante, dado el carácter personalísimo de la prestación laboral.

				c) Retribución. Los servicios del trabajador han de ser retribuidos. La remuneración de la actividad laboral es también una nota básica del contrato de trabajo e integra la deuda contractual del empresario. Si no hay retribución de los servicios (actividad laboral) del trabajador, no hay contrato de trabajo. La retribución del trabajo es el salario que, a su vez, es lo que obtiene el trabajador a cambio de su actividad o de la prestación de sus servicios. Trabajo y salario son dos elementos claves del contrato de trabajo, como objeto inmediato que son, de las recíprocas obligaciones contraídas, en virtud del contrato, por el trabajador (trabajo) y por el empresario (salario).

				d) Ajenidad. Los servicios se prestan por cuenta ajena; se prestan por el trabajador para otro o ajeno, que es el empresario, quien adquiere, por el contrato, la titularidad de los frutos o resultados del trabajo. No se trata de que el trabajador adquiera, primero, la titularidad del resultado de su esfuerzo, y posteriormente se lo ceda o transmita al empresario, sino que existe una cesión anticipada, o «a priori», por el mero hecho de celebrar el contrato, en virtud del cual el ajeno (empresario) adquiere, de modo originario, la propiedad del resultado del trabajo. Gran parte de la doctrina laboral, hoy dominante (por todos Alonso Olea, De la Villa) ven en la ajenidad la nota definidora y esencia misma del contrato de trabajo, frente a la nota de dependencia o subordinación que, en otros tiempos, y, aún hoy, para otra parte de la doctrina (por todos Rodríguez Piñero) caracterizó el contrato de trabajo, y de la que hablamos a continuación.

				e) Dependencia o subordinación. Los servicios del trabajador se prestan «dentro, del ámbito de organización y dirección», del empresario o empleador. Esta es la expresión que utiliza el vigente Estatuto de los Trabajadores, para referirse a la nota de dependencia, como característica del contrato de trabajo, en lugar de los de «subordinación» o «dependencia ajena» presente en textos positivos anteriores (Ley de Contrato de Trabajo de 1944 y Ley de Relaciones Laborales de 1976).

			    La nota de dependencia ha sido objeto de exhaustivo análisis en la copiosa jurisprudencia sobre el tema, evolucionando, desde considerar la dependencia o subordinación del trabajador al empresario, en un sentido muy estricto y riguroso, para calificar el contrato como de trabajo, hasta la más moderna de debilitamiento de la noción de dependencia, estimando ésta «no como una subordinación rigurosa y absoluta del trabajador a su patrono, sino que basta para que haya que apreciarla que se halle comprendida dentro del círculo rector y disciplinario de éste» (STS de 20 de junio de 1966). Este concepto amplio de dependencia es el que recoge el Estatuto de los Trabajadores, al hablar de «ámbito de organización y dirección del empresario».

			    La dependencia, en este sentido amplio, debe estar presente para calificar el contrato como de trabajo, unida como es natural a las demás características que hemos expuesto.

             
      II. EFECTOS CONSTITUTIVO Y REGULADOR DEL CONTRATO DE TRABAJO. LA SUSTITUCIÓN DE LAS CLÁUSULAS CONTRACTUALES NULAS

            1. Efectos constitutivo y regulador del contrato de trabajo

			 Como apuntábamos antes (epígrafe 1-a), el contrato de trabajo tiene dos aspectos que frecuentemente se confunden: una función constitutiva o creadora de la relación jurídica-laboral y una función reguladora o normativa de los efectos de esta relación jurídica.

			El acuerdo de trabajador y empresario es, en rigor, el verdadero contrato de trabajo, que, a su vez y simultáneamente, genera la relación jurídica de trabajo entre ambas partes.

			Para el Código Civil, y no hay que olvidar el carácter supletorio de éste, respecto de la normativa laboral, «el contrato existe desde que una o varias personas consienten en obligarse, respecto de otra u otras, a dar alguna cosa o prestar algún servicio». El acuerdo de voluntades es, pues, el contrato de trabajo en sentido estricto, bien que normalmente se utilizan indistintamente las expresiones contrato de trabajo y relación laboral, que conceptualmente son distintas.

			La relación jurídica laboral, cuyos efectos se proyectan durante la vida de la misma, no existe sin la presencia previa del acuerdo de voluntades.

			Si el Código Civil centra su regulación en este primer aspecto del contrato de trabajo, como acuerdo de voluntades, enteramente regido por el principio de autonomía de la voluntad de las partes, el Estatuto de los Trabajadores pone el acento en el segundo aspecto del contrato, como relación jurídica de él nacida, a la que regula desde su nacimiento hasta su extinción; es decir, en la función reguladora o normativa del contrato de trabajo.

			La autonomía de la voluntad pierde terreno en la función del contrato como regulador de la relación laboral, que en sus aspectos más significativos viene impuesta «desde fuera» por los poderes estatal o colectivos.

			El artículo 3-1 del Estatuto de los Trabajadores establece que «los derechos y deberes concernientes a la relación laboral se regulan por las disposiciones legales y reglamentarias del Estado, en primer lugar; por los convenios colectivos, en segundo, y sólo, en defecto de los anteriores, por la voluntad de las partes manifestada en el contrato de trabajo.

			Este tercer lugar, que asigna el Estatuto al contrato de trabajo propiamente dicho, deja escaso margen a la autonomía de la voluntad, para regular el contenido de la relación laboral, nacida de él. La relación jurídica laboral no tiene, como vemos, una regulación autónoma, la prevista en el contrato, sino «heterónoma», en cuanto derivada de fuentes ajenas a las que conciertan éste.

			La regulación de la relación que las partes pueden acordar en el contrato de trabajo se supedita, además, «a que su objeto sea lícito, y sin que, en ningún caso, puedan establecerse, en perjuicio del trabajador, condiciones menos favorables o contrarias a las disposiciones legales y convenios colectivos» (art. 3-1-c).

			El resultado es que sólo quedan reservados al contrato de trabajo, en su aspecto regulador de la relación laboral, la mejora o elevación de las condiciones de trabajo, fijadas ya imperativamente en leyes y convenios colectivos.

			El carácter imperativo, o de derecho necesario del sometimiento del contrato a las disposiciones legales y convenios colectivos se refuerza en la Ley de Infracciones y Sanciones de Orden Social de 4 de agosto de 2000, que tipifica como infracción administrativa grave «establecer condiciones de trabajo inferiores a las reconocidas legalmente o por convenios colectivos» (art. 7-10).

			2. La sustitución de las cláusulas contractuales nulas

			Si en el contrato de trabajo no se pueden pactar, como hemos visto en el apartado inmediatamente anterior, condiciones inferiores a las legal o convencionalmente establecidas, toda cláusula contractual contraria a estas normas legales o convencionales ha de reputarse nula de pleno derecho, por no respetar el principio de jerarquía normativa, que consagra el artículo 3-1 estatutario, que se nomina como «Fuentes de la relación laboral».

			Resulta difícil concebir un contrato de trabajo, en el que todas las cláusulas (en materia de jornada de trabajo, de salario, de descanso, etc.), sean contrarias a las normativas legal o convencional; pero sí es muy posible que alguna o algunas de sus cláusulas violen el orden normativo o convencional de aplicación.

			En este último supuesto, la nulidad de una cláusula contractual, en pugna con la legislación o el convenio colectivo aplicable, no hace desaparecer el contrato de trabajo, sino que éste subsiste, como válido, en todas las demás cláusulas o condiciones, salvo la cláusula nula, por contraria a derecho.

			Dice, a este respecto, el Estatuto de los Trabajadores que «si resultase nula sólo una parte del contrato de trabajo éste permanecerá válido en lo restante y se entenderá completado con los preceptos jurídicos adecuados, conforme a lo dispuesto en el número 1 del artículo 3.° de esta Ley». Es decir, con lo que el respecto señale, bien la ley o bien el convenio colectivo aplicable, sobre el contenido de la cláusula o condición tenida por nula.

			No es necesario ningún acto de convalidación de la cláusula contractual nula, sino que la cláusula viciada, manteniéndose válido el contrato («en lo restante»), queda automáticamente sustituida por lo que establezcan sobre el particular las disposiciones legales o convenios colectivos.

			La cláusula nula no contamina a las restantes válidas del contrato, optando el Estatuto por el principio de conservación del negocio jurídico.

			Supuesto específico de esta regulación general sobre la validez de los contratos, es «cuando el trabajador tuviere asignadas condiciones o retribuciones especiales, en virtud de contraprestaciones establecidas en la parte no válida (nula) del contrato», a que se refiere el mismo artículo 9-1, en su segundo párrafo.

			En este caso, «la jurisdicción competente, que a instancia de parte declare la nulidad, hará el debido pronunciamiento sobre la subsistencia o supresión, en todo, o en parte, de dichas condiciones o retribuciones».

			El afán de proteger al trabajador, que en gran parte de los casos se limita a aceptar las condiciones propuestas por el empresario, es aquí evidente. La cláusula contraria a derecho puede contener contraprestaciones o remuneraciones por encima de las legalmente establecidas. Tales contraprestaciones incluidas en la cláusula nula del contrato no desaparecen automáticamente, sino que será la jurisdicción laboral, en cada caso concreto, la que se pronuncie sobre el mantenimiento o supresión de las mismas, pese a su nulidad.

			Con carácter general, y como cierre del tema «en caso de que el contrato resultase nulo, el trabajador podrá exigir por el trabajo que ya hubiese prestado, la remuneración correspondiente a un contrato válido» (art. 9-2 del Estatuto).

			No se contempla ya aquí la existencia de una cláusula contractual nula (nulidad parcial) que se integra con los «preceptos jurídicos adecuados», sino la nulidad del contrato mismo, del acuerdo de voluntades, en que el contrato consiste (nulidad total).

			La falta de capacidad para contratar (art. 7.° del Estatuto), de la que trataremos en lecciones posteriores, puede acarrear la nulidad total del contrato de trabajo; como es el caso de contratos celebrados con menores de dieciséis años o con extranjeros sin estar en posesión del correspondiente permiso de trabajo o residencia. La nulidad del contrato en estos casos no empece al derecho del trabajador a percibir la remuneración del trabajo ya realizado hasta la declaración de nulidad, remuneración que será la estipulada por las normas legales o convencionales de aplicación.

			III. MODALIDADES DEL CONTRATO DE TRABAJO

			La prestación del trabajo debida por el contrato presenta diversas formas o modalidades, frente a las que hasta ahora hemos estudiado, como propias del contrato de trabajo tipo, común u ordinario, sin que por ello estas modalidades desnaturalicen su carácter contractual laboral de régimen común.

			Por seguir el orden estatutario, no consideramos aquí las clases o modalidades de contrato de trabajo, atendiendo a su duración (art. 15), sino las figuras que, agrupadas bajo el lema de «Modalidades del contrato de trabajo», se tratan en la Sección 4.a, del Capítulo I, «Disposiciones generales», del Título I del Estatuto, artículos 10 al 13 inclusive. Se comprenden en esta Sección el «trabajo en común y el trabajo de grupo»; los contratos de trabajo formativos: en prácticas y para la formación y el aprendizaje; el contrato «a tiempo parcial», y «contrato de relevo», y el «trabajo a distancia».

			1. Trabajo en común y contrato de grupo

			Ambas figuras contractuales laborales se contemplan por el Estatuto de los Trabajadores en el mismo artículo 10, pese a ser cosas muy distintas.

			Una cosa es el trabajo dado en común a un grupo de trabajadores y otra el contrato de trabajo del grupo de trabajadores. En el primer caso hay tantos contratos de trabajo como trabajadores del grupo; en el segundo, en el contrato de grupo, hay un solo contrato de trabajo entre el empresario y el grupo de trabajadores contratados.

			a) Trabajo en común

			Tradicionalmente, y sin duda por diferenciarlos con claridad, se vienen regulando al mismo tiempo el trabajo dado en común a un grupo de trabajadores y el contrato de trabajo de «grupo», pero en realidad el trabajo en común no es una modalidad del contrato de trabajo, en cuanto se trata de una pluralidad de contratos individuales ordinarios, que, además, son anteriores y preexistentes al trabajo en común, encomendado por el empresario.

			La posibilidad de que el empresario encomiende a varios de sus trabajadores realizar una tarea o trabajo en común, o lo que es lo mismo, trabajos que necesiten una coordinación de esfuerzo o formar equipos de trabajo, entra dentro de la facultad de organización y dirección empresarial, y no constituye ninguna modalidad del contrato de trabajo. 

			Esta posición viene confirmada en el artículo 10-1 del Estatuto, cuando dice que «si el empresario diera un trabajo en común a un grupo de sus trabajadores, conservará respecto de cada uno de ellos sus derechos y deberes».

			Los derechos y deberes, tanto de los trabajadores como del empresario, son los propios y normales de todo contrato de trabajo, al existir tantos contratos individuales como trabajadores integren el equipo de trabajo. En el supuesto de que en estos trabajos en común existiera un jefe de grupo o equipo, éste no sería un representante de los trabajadores, sino un trabajador más, con funciones de mando sobre el resto.

			b) El contrato de trabajo de grupo

			Sí es, por el contrario, una modalidad del contrato de trabajo, el «contrato de trabajo de grupo», a que se refiere el artículo 10-2 del Estatuto de los Trabajadores, en los siguientes términos: «Si el empresario hubiese celebrado un contrato con un grupo de trabajadores, considerado en su totalidad, no tendrá frente a cada uno de sus miembros los derechos y deberes, que, como tal, le competen. El jefe del grupo ostentará la representación de los que lo integran, respondiendo de las obligaciones inherentes a dicha representación».

			El contrato de grupo se regulaba con mayor extensión en la Ley de Contrato de Trabajo de 1944, en sus artículos 18, 19 y 20, que complementariamente, y en virtud de la Disposición final cuarta del Estatuto, cerraba la regulación de esta figura contractual.

			La característica del «contrato de trabajo en grupo» es la existencia de un solo vínculo jurídico, de un solo contrato entre el empresario y los trabajadores que integran el grupo, a cuyo frente hay un jefe elegido o reconocido por sus miembros, que los representa ante el empresario y que establece con éste la relación laboral.

			Es ésta una clase de contrato que acostumbra a celebrarse con conjuntos musicales, cuadrillas de segadores, etc., y su especialidad radica en que la obligación de trabajar la asumen colectivamente, y en virtud de un solo vínculo jurídico, a través de un auténtico contrato de trabajo, varios trabajadores, efectuándose la contratación por parte del empresario, no con cada trabajador aislado, sino con un grupo de trabajadores considerado en su totalidad.

			La existencia del jefe de grupo, parece necesaria en esta clase de contratos, sin que su reconocimiento requiera formalidad alguna, bastando que uno de ellos asuma «de facto» el cometido representativo de los demás, con la responsabilidad correspondiente (STCT de 21-I-84).

			Se puede decir que el contrato de grupo es un contrato común de trabajo, cuya peculiaridad es la dimensión plural de una de las partes; de aquí que el empresario sólo ostente derechos y deberes respecto al grupo considerado en su totalidad, y no respecto de cada uno de los componentes del grupo. Incluso el salario se abona por el empresario al jefe del grupo, y éste, a su vez, lo distribuye entre sus integrantes.

			El grupo se constituye autónomamente con carácter previo al establecimiento de la relación laboral y decide su composición; pero cuando un trabajador abandona el grupo, una vez constituida la relación laboral, el sustituto debe proponerse al empresario para que lo acepte (S.T. Supremo de 26-II-69), con lo que si bien se atenúan el carácter «intuitu personae» que tiene el contrato de trabajo, no desaparece el carácter personal de la prestación laboral.

			Se aproxima el «contrato de trabajo de grupo» a la contratación de obras o servicios con la que viene a ser zona fronteriza. Sin embargo, y con independencia de que el jefe de grupo que contrata con el empresario tiene que ser necesariamente un trabajador más del grupo, el contrato de obra o servicios establece una relación jurídica de carácter civil entre el titular contratante y el contratista y la relación laboral se da, en este caso, entre el contratista y sus trabajadores. El contratista es un empresario, no un trabajador.

			El contrato de grupo que contemple el artículo 10 del Estatuto no es una figura contractual laboral generalizada y extendida, sino modalidad del contrato de trabajo propia de muy concretas actividades señaladamente, en la actualidad, grupos musicales y conjuntos artísticos.

			2. Contratos formativos

			Dentro de esta denominación, se incluye los contratos de trabajo en prácticas y para la formación y el aprendizaje.

			Uno y otro tipo de contrato tiene como finalidad última la inserción en el mercado laboral de trabajadores jóvenes, a los que les falta conocimiento o experiencia para su ingreso en el mercado de trabajo, ya sea de tipo teórico o práctico.

			Su regulación sustantiva se encuentra en el Estatuto de los Trabajadores, art. 11, modificado inicialmente por la Ley 63/1997, de 26 de diciembre, de medidas urgentes para la mejora del mercado de trabajo y el fomento de la contratación indefinida, y más modernamente por la Ley 35/2010, de 17 de septiembre, de medidas urgentes para la reforma del mercado de trabajo y Real Decreto-ley 4/2013, de 22 de febrero, de medidas de apoyo al emprendedor y de estímulo del crecimiento y de la creación de empleo y Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral. Recientemente se ha producido una nueva modificación a través de la «Ley 11/2013, de 26 de julio, de medidas de apoyo al emprendedor y de estímulo del crecimiento y de la creación de empleo», aprobada tras la tramitación del Real Decreto Ley 4/2013, de 22 de febrero, del mismo nombre.

			a) Contrato de trabajo en prácticas

			El contrato de trabajo en prácticas se distingue del contrato de trabajo típico y ordinario y aquí radica su peculiaridad, en que al objetivo normal de todo contrato de trabajo: prestación de actividad y remuneración, se suma también y simultáneamente un objetivo docente de adquisición por el trabajador de conocimientos que faciliten su formación práctica profesional. La finalidad docente es inseparable del concepto del contrato de trabajo en prácticas y justifica su regulación excepcional y en cierto modo privilegiada.

			Esta clase de contratos de trabajo es de relativamente reciente aparición en el ordenamiento laboral, al regularse, por primera vez, en nuestro derecho en la Ley de Relaciones Laborales de 1976, inmediato precedente del Estatuto.

			El régimen jurídico del contrato de trabajo en prácticas se contiene en el artículo 11.1 del Estatuto de los Trabajadores aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, modificado inicialmente por la Ley 63/1997, de 26 de diciembre, y con posterioridad por la reciente Ley 35/ 2010, de 17 de septiembre, de medidas urgentes para la reforma del mercado de trabajo y Real Decreto-ley 4/2013, de 22 de febrero, de medidas de apoyo al emprendedor y de estímulo del crecimiento y de la creación de empleo y Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral.

			El contrato en prácticas, es una posibilidad de contratación que se abre al empresario, bajo determinadas condiciones, que debe reunir el trabajador contratado, como una medida de fomento del empleo, que permite incorporar al mercado de trabajo a jóvenes trabajadores cualificados, aunque la edad no es un elemento condicionante del contrato.

			El contrato de trabajo en prácticas podrá concertarse con quienes estuvieren en posesión de título universitario o de formación profesional de grado medio o superior o títulos oficialmente reconocidos como equivalentes, de acuerdo con las leyes reguladoras del sistema educativo vigente, o de certificado de profesionalidad de acuerdo con lo previsto en la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional, que habiliten para el ejercicio profesional, dentro de los cinco años, o de siete cuando años cuando el contrato se concierte con un trabajador con discapacidad, siguientes a la terminación de los correspondientes estudios.

			Son, como vemos, condiciones subjetivas que afectan a una sola de las partes del contrato: el trabajador, pero también se establecen requisitos objetivos que condicionan la validez del contrato en prácticas.

			Son condiciones subjetivas previas a la contratación del trabajador en prácticas:

			
					La titulación universitaria o de formación profesional de grado medio o superior, u oficialmente reconocida como equivalente.

					Que no hayan pasado más de cinco años, o siete en su caso, desde la terminación de los estudios que habilitan para la obtención del título.

			

			Aunque en la nueva regulación se pretende la incorporación de los jóvenes al mercado de trabajo y, en este sentido se puede considerar al contrato en prácticas un contrato de empleo juvenil, la verdad es que la edad del trabajador no incide ni es determinante del contrato; lo es indirectamente por el requisito de haber terminado los estudios dentro de los cinco o siete años inmediatamente anteriores a la celebración del contrato. Sin embargo, en una época de cierta generalización de estudios académicos en edad adulta, nada impide concertar contrato de trabajo en prácticas con trabajadores que terminan sus estudios en edad madura.

			Ha de tratarse de títulos que habiliten, además, para el ejercicio profesional, que excluye al título de bachiller, que es título puramente académico sin proyección profesional alguna.

			El contrato de trabajo en prácticas se reserva ahora de modo exclusivo para trabajadores de titulación superior o media o títulos equivalentes oficialmente reconocidos, quedando fuera de su campo de aplicación los trabajadores que no reúnan esta condición subjetiva.

			Son otros requisitos que condicionan la validez del contrato en prácticas:

			
					 El puesto de trabajo a desempeñar por el trabajador en prácticas debe permitir la obtención de la práctica profesional adecuada al nivel de estudios cursados (art. 11-1-a) del Estatuto.

					 La Ley 63/1997 añade en la redacción de esta letra a) del número 1 de art. 11 «que mediante convenio colectivo de ámbito sectorial estatal, o, en su defecto, en los convenios colectivos sectoriales del ámbito inferior, se podrán determinar los puestos de trabajo, grupos, niveles o categorías profesionales objeto de este contrato».

					La redacción añadida, aparentemente inocua, restringe de alguna forma la celebración de contratos en prácticas. En supuestos, en que un convenio colectivo sectorial, estatal o de ámbito inferior, concretara puestos de trabajo, grupos, niveles o categorías profesionales susceptibles de ser objeto de esta clase de contratos, la empresa comprendida en su ámbito de aplicación no podrá celebrar contratos de trabajo en prácticas para puestos, categorías o grupos profesionales diferentes, aun cuando el trabajador reuniera los requisitos subjetivos previstos.

					En todo caso la adquisición de experiencia profesional es la causa laboral del contrato en prácticas. No en vano se califica a este contrato, como «contrato formativo»; la formación del trabajador en prácticas ha de ser no teórica, que se presume ha adquirido con la obtención del título, sino práctica, que facilite la experiencia y perfeccionamiento profesionales.

					La duración de este contrato no podrá ser inferior a seis meses, ni superior a dos años.


					La nueva normativa es restrictiva, respecto de la duración de esta clase de contratos. El Estatuto viene a establecer la presunción legal de que el adiestramiento del trabajador titulado se adquiere en el período máximo de dos años, transcurrido el cual resulta innecesaria esta medida excepcional de fomento de la ocupación, por pérdida de la causa laboral que sustenta el contrato en prácticas.

					Las situaciones de incapacidad temporal, riesgo durante el embarazo, maternidad, adopción o acogimiento, riesgo durante la lactancia y paternidad interrumpirán el cómputo de la duración del contrato.

					Los límites de duración, tanto mínimo (6 meses) como máximo (2 años), son de derecho necesario y dentro de ellos cabe un cierto margen para la contratación colectiva, que puede acordar períodos de duración distintos, y siempre que se trate de convenios colectivos sectoriales, lo que excluye convenios de empresa o ámbito inferior.

					Pese a su escaso período de duración, cabe establecer, en los contratos de trabajo en prácticas, períodos de prueba, pero son períodos de prueba especiales que no podrán ser superiores a un mes, para trabajadores en posesión de título de grado medio o de certificado de profesionalidad de nivel 1 o 2, ni a dos meses para trabajadores con título superior o de certificado de profesionalidad de nivel 3.

					La retribución del trabajador en prácticas será fijada en convenio colectivo, sin que, en su defecto pueda ser inferior al 60% en el primer año y al 75% en el segundo año de prácticas del «salario fijado en convenio colectivo para un trabajador que desempeñe el mismo o equivalente puesto de trabajo».

					El punto de referencia retributiva son las tablas salariales del convenio colectivo aplicable, sin distinción alguna en cuanto a la clase de éstos (ya sea sectorial, provincial, de empresa o centro de trabajo).

					Se trata, como es natural, de retribuciones mínimas, que pueden mejorarse por acuerdo de las partes del contrato, y que tienen, en todo caso, como suelo retributivo, o límite mínimo infranqueable, al Salario Mínimo Interprofesional (SMI), salvo que el trabajador en prácticas lo sea a tiempo parcial, en cuyo caso el mínimo dado por el SMI se reducirá proporcionalmente al tiempo trabajado.

					Es terminante la prohibición legal del artículo 11-1-c de la versión estatutaria de 24 de marzo de 1995, matizado por la Ley 11/2013 antes citada. «Ningún trabajador podrá estar contratado en prácticas en la misma o distinta empresa por tiempo superior a dos años, en virtud de la misma titulación o certificado de profesionalidad».

					No se trata tanto de que se prohíban contratos en prácticas sucesivos en la misma empresa, cuanto de que este instrumento contractual sólo puede válidamente utilizarse una sola vez, por el período máximo permitido, en toda la vida laboral del trabajador.

					La prohibición afecta tanto al trabajador como al empresario. Ni el trabajador puede legítimamente celebrar contrato en prácticas, una vez superada la duración máxima de dos años de otro celebrado anteriormente, ni el empresario puede hacer uso de esta modalidad de contratación con trabajador que previamente haya agotado el período de prácticas, aun en empresa distinta.

					«Tampoco se podrá estar contratado en prácticas en la misma empresa para el mismo puesto de trabajo por tiempo superior a dos años, aunque se trate de distinta titulación o distinto certificado de profesionalidad.

					A los efectos de este artículo, los títulos de grado, máster y, en su caso, doctorado, correspondientes a los estudios universitarios no se considerarán la misma titulación, salvo que al ser contratado por primera vez mediante un contrato en prácticas el trabajador estuviera ya en posesión del título superior de que se trate».

					Este pronunciamiento legal, de extremado rigor y no fácil aplicación, viene a confirmar el carácter excepcional del contrato de trabajo en prácticas, que no puede considerarse como contrato de bajo o inferior coste económico, sino como una medida coyuntural de fomento de empleo, que mira fundamentalmente a la adquisición por el trabajador titulado de la experiencia profesional necesaria que le permita incorporarse al mundo del trabajo en régimen laboral ordinario o común.

					Precisa el precepto legal, que ha de tratarse de «prácticas en virtud de la misma titulación o certificado de profesionalidad», lo que abre la posibilidad de un nuevo contrato en prácticas, una vez agotados los dos años del anterior, con la obtención de un título medio o superior distinto, aunque no para el mismo puesto de trabajo; por ejemplo, ingeniero que accede posteriormente a título de Licenciado en Derecho, o graduado en Ciencias Económicas que accede a título de Licenciado.

					Le faculta al empresario para recabar por escrito del Instituto Nacional de Empleo, antes de celebrar contrato en prácticas, certificación acreditativa del tiempo que el trabajador ha estado contratado en prácticas con anterioridad a la contratación que se pretende realizar. Si el inem no emite esta certificación en el término de diez días, el empresario queda exonerado de responsabilidad.

					 El contrato en prácticas ha de formalizarse por escrito.

			

			La transformación de un contrato de trabajo en prácticas en contrato de trabajo indefinido, cualquiera que sea la fecha de su celebración dará lugar a una bonificación de la cuota empresarial a la Seguridad Social de 41,67 euros/mes (500 euros/año) t en caso de mujeres 58,33 euros/mes (700 euros/año), según establece el artículo 7 del Decreto Ley 3/2012 de 6 de julio, de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral.

			Podrán ser beneficiarios de las bonificaciones establecidas en este artículo las empresas que tengan menos de cincuenta trabajadores en el momento de producirse la contratación, incluidos los trabajadores autónomos, y sociedades laborales o cooperativas a las que se incorporen trabajadores como socios trabajadores o de trabajo, siempre que estas últimas hayan optado por un régimen de Seguridad Social propio de trabajadores por cuenta ajena.

			En lo no previsto en esta disposición, será de aplicación lo establecido en la sección I del capítulo I de la Ley 43/2006, de 29 de diciembre, para la mejora del crecimiento y del empleo.

			Los trabajadores contratados al amparo de este artículo serán objetivo prioritario en los planes de formación para personas ocupadas dentro de los programas de formación profesional para el empleo, así como de cualquier otra medida de política activa de empleo, al objeto de incrementar su cualificación profesional.

			b) Contrato de trabajo para la formación y el aprendizaje

			Tanto el contrato de trabajo en prácticas antes estudiado, como el contrato de trabajo para la formación, antes de aprendizaje, son contratos de trabajo formativos regulados en el artículo 11 estatutario, modificado en su redacción por los cambios introducidos en el Estatuto por la Ley 63/1997 de 26 de diciembre sobre «medidas urgentes para la mejora del contrato de trabajo y el fomento de la contratación indefinida» y la posterior Ley 12/2001 de 9 de julio de «medidas urgentes de reforma del mercado de trabajo» para el incremento del empleo y la mejora de la calidad», y recientemente por la Ley 35/2010, de 17 de septiembre, de medidas urgentes para la reforma del mercado de trabajo y la Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral.

			Si el régimen jurídico del contrato de trabajo en prácticas como hemos visto, apenas experimenta cambios significativos, no ocurre lo mismo con el reformado contrato para la formación y el aprendizaje, en cuya regulación se introducen modificaciones sustanciales.

			Esta modalidad de contrato, ha existido siempre, y con una u otra denominación en nuestro Derecho del Trabajo. La reforma legislativa de 1994, restauró el término tradicional de «contrato de aprendizaje», en sustitución del también «contrato para la formación» del Estatuto de los Trabajadores de 1980, directo heredero, a su vez, del contrato de aprendizaje que contemplaba la Ley de Contrato de Trabajo de 1944.

			No tanto por su denominación formal, cuanto por el régimen jurídico establecido para estos contratos en la reforma legislativa de 1994, se suscitaron acerbas críticas, tanto en la doctrina jurídica, como y sobre todo, en sectores laborales y sociales, que acuñaron el término de «contratos basura» por la desprotección salarial y de Seguridad Social del trabajador aprendiz.

			La reforma que representa la Ley 63/1997, de 26 de diciembre, corrige los aspectos más negativos de la legislación inmediatamente anterior del ahora llamado contrato para la formación y el aprendizaje.

			El contrato para la formación es contrato formativo, que configura un híbrido de contrato de trabajo y contrato de enseñanza, si bien en la vigente normativa predominan los aspectos laborales, del trabajo efectivo, sobre la enseñanza teórica y práctica del aprendiz, cuyos tiempos se reducen.

			En la definición legal, el contrato para la formación tiene por objeto la adquisición por el trabajador de la formación teórica y práctica necesaria para el desempeño adecuado de un oficio o un puesto de trabajo calificado.

			Su válida celebración se somete a una serie de requisitos subjetivos y objetivos.

			1) Requisitos subjetivos

			Las condiciones subjetivas legalmente exigibles hacen relación a una sola de las partes del contrato: el trabajador en formación, que se resuelve en dos: la edad y la carencia de titulación superior o media.

			a) La edad

			Para celebrar contrato para la formación el trabajador a contratar ha de tener dieciséis años o más y no haber cumplido los veinticinco. Nótese que dieciséis años es la edad mínima de admisión al trabajo, que, con carácter general, señala el artículo 6 del Estatuto de los Trabajadores.

			La edad es aquí circunstancia personal que condiciona directamente la validez del contrato de formación y sus límites mínimo y máximo tienen carácter de derecho necesario absoluto. El incumplimiento de este requisito legal da lugar a la transformación del contrato celebrado en contrato de trabajo de régimen común de carácter indefinido por entenderse celebrado en fraude de Ley (art. 22.3 del Real Decreto 488/1998).

			No nos extenderemos sobre los cambios operados en los últimos años, que han sido numerosos, con la finalidad de no introducir más complicaciones en la difícil comprensión de la institución, y toda vez que la regulación actual introducida por la Ley 3/2012 es suficientemente compresible.

			Decir solamente que se mantienen, por más que con distintas regulaciones (cada vez más extensivas en cuanto a sus ámbitos) las tradicionales excepciones a la regla general en cuanto a la edad, duración, limitaciones y colectivos afectados.

			«La duración mínima del contrato será de un año y la máxima de tres. No obstante, mediante convenio colectivo podrán establecerse distintas duraciones del contrato, en función de las necesidades organizativas o productivas de las empresas, sin que la duración mínima pueda ser inferior a seis meses ni la máxima superior a tres años».

			Excepción a esta regla general la encontramos en la Disposición Adicional Segunda 1 b) del Real Decreto 1529/2012, de 8 de noviembre, por el que se desarrolla el contrato para la formación y el aprendizaje y se establecen las bases de la formación profesional dual, que establece para las personas con discapacidad: «la duración máxima del contrato podrá ampliarse, previo informe favorable del Servicio Público de Empleo competente, que a estos efectos podrá recabar informe de los equipos técnicos de valoración y orientación de la discapacidad competentes, cuando, debido al tipo y grado de discapacidad y demás circunstancias individuales y profesionales del trabajador, así como las características del proceso formativo a realizar, el trabajador no hubiese alcanzado el nivel mínimo de conocimientos requeridos para desempeñar el puesto de trabajo, sin que, en ningún caso, pueda exceder de cuatro años».

			En caso de que el contrato se hubiera concertado por una duración inferior a la máxima legal o convencionalmente establecida, podrá prorrogarse mediante acuerdo de las partes, hasta por dos veces, sin que la duración de cada prórroga pueda ser inferior a seis meses y sin que la duración total del contrato pueda exceder de dicha duración máxima.

			Las situaciones de incapacidad temporal, riesgo durante el embarazo, maternidad, adopción o acogimiento, riesgo durante la lactancia y paternidad interrumpirán el cómputo de la duración del contrato.

			Expirada la duración del contrato para la formación y el aprendizaje, el trabajador no podrá ser contratado bajo esta modalidad por la misma o distinta empresa, salvo que la formación inherente al nuevo contrato tenga por objeto la obtención de distinta cualificación profesional.

			No se podrán celebrar contratos para la formación y el aprendizaje cuando el puesto de trabajo correspondiente al contrato haya sido desempeñado con anterioridad por el trabajador en la misma empresa por tiempo superior a doce meses.

			b) Titulación

			Más que de titulación había que hablar de carencia de titulación, y no de cualquier titulación, sino de titulación superior o media, que se predican para los contratos de prácticas.

			Además, del requisito subjetivo de la edad, sólo se podrá celebrar contrato para la formación «con trabajadores que no tengan la titulación requerida para formalizar contrato en prácticas» (art. 11-2-a).

			No parece, sino que la norma legal arranca de una especie genérica de «contrato formativo» que, a su vez, admite dos subespecies: el contrato en prácticas, como contrato formativo para titulados superiores y medios, y el contrato de formación para trabajadores sin este nivel de titulación, aun cuando tengan títulos oficiales de formación profesional que carezcan de este nivel medio o superior.

			Ni los primeros pueden concertar contratos de formación, ni los segundos contrato en prácticas. Esta tajante división de los trabajadores, en función de posesión, o no, de titulación, que se desprende del artículo 11-2-a de la Ley, se matiza y atenúa en el artículo 6 del Reglamento de desarrollo de 27 de marzo de 1998, al precisar que el contrato de aprendizaje se podrá celebrar con trabajadores que no tengan la titulación requerida para formalizar contrato en prácticas en el oficio o puesto de trabajo correspondiente; lo que parece significar que titulaciones que habilitan para oficios distintos al objeto del aprendizaje, no impiden al trabajador titulado concertar contrato de esta clase para este oficio.

			La interpretación de este punto es, con todo, bastante dudosa, al ir la norma reglamentaria de desarrollo más allá de la norma legal.

			2) Requisitos objetivos

			Muchos son los requisitos de carácter objetivo, que condicionan la validez de esta modalidad de contrato de trabajo, que prolijamente se enumeran, bajo las letras b a la i del reformado artículo 11-2 estatutario.

			Son rasgos básicos de esta regulación:

			
					 «La duración mínima del contrato será de un año y la máxima de tres. No obstante, mediante convenio colectivo podrán establecerse distintas duraciones del contrato, en función de las necesidades organizativas o productivas de las empresas, sin que la duración mínima pueda ser inferior a seis meses ni la máxima superior a tres años».

					En la regulación actual introducida por la Ley 3/2012, se deja de exigir que el convenio colectivo sea sectorial, permitiéndose por consiguiente que el ámbito convencional pueda ser el de empresa.

					«En caso de que el contrato se hubiera concertado por una duración inferior a la máxima legal o convencionalmente establecida, podrá prorrogarse mediante acuerdo de las partes, hasta por dos veces, sin que la duración de cada prórroga pueda ser inferior a seis meses y sin que la duración total del contrato pueda exceder de dicha duración máxima.

					Las situaciones de incapacidad temporal, riesgo durante el embarazo, maternidad, adopción o acogimiento, riesgo durante la lactancia y paternidad interrumpirán el cómputo de la duración del contrato». (art. 11.2 b).

					 Las anteriores previsiones existentes sobre límites al número de contratos para la formación que se podían realizar en función de la plantilla de las empresas y las previsiones establecidas en convenio colectivo quedan eliminadas por el Real Decreto 1529/2012, de 8 de noviembre.

					 La formación es elemento básico de esta clase de contratos, como su propio nombre indica; sin ella se desnaturalizaría su condición de contrato formativo. La formación, y aquí se diferencia del contrato en prácticas, no sólo es práctica, sino también teórica, cuya «duración será al menos, la necesaria para la obtención del título de formación profesional, del certificado de profesionalidad o de la certificación académica o acreditación parcial acumulable, y se especificará en el acuerdo para la actividad formativa anexo al contrato. En todo caso se deberá respetar la duración de la formación asociada que se establece para cada uno de los módulos profesionales que constituyen las enseñanzas de los títulos en la norma que desarrolla el currículo correspondiente o la duración de los módulos formativos de los certificados de profesionalidad que se determina en los correspondientes reales decretos por los que se establecen los mismos.

			  	El periodo de formación se desarrollará durante la vigencia del contrato para formación y el aprendizaje»

					Con anterioridad, la dedicación a la formación teórica se situaba sobre un tanto por ciento de la jornada máxima prevista en convenio colectivo o legal (15%). En la actualidad, el artículo 8.2 del Real Decreto 1529/2012 dispone que «el tiempo de trabajo efectivo, que habrá de ser compatible con el tiempo dedicado a las actividades formativas, no podrá ser superior al 75 por ciento durante el primer año, o al 85 por ciento durante el segundo y tercer año, de la jornada máxima prevista en el convenio colectivo o, en su defecto, de la jornada máxima legal», y siempre con respeto a lo previsto más arriba.

					La distribución entre el tiempo dedicado a la formación teórica y el tiempo de trabajo efectivo, puede alternarse o concentrarse en determinados períodos de tiempo, con el fin de facilitar su adecuación al régimen de alternancia con la actividad laboral en la empresa, las actividades formativas inherentes a los contratos para la formación y el aprendizaje se podrán ofertar e impartir, en el ámbito de la formación profesional para el empleo, en las modalidades presencial, teleformación o mixta, y en el ámbito educativo, en régimen presencial o a distancia, de acuerdo, en cada caso, con lo dispuesto en la normativa reguladora de la formación profesional de los certificados de profesionalidad o del sistema educativo. Asimismo dichas actividades formativas podrán concentrarse, en los términos que acuerden de forma expresa las partes contratantes, en determinados periodos de tiempo respecto a la actividad laboral durante la vigencia del contrato.

					Las actividades formativas podrán organizarse con una distribución temporal flexible que en todo caso deberá garantizar que el trabajador pueda cursar los módulos profesionales del ciclo formativo o los módulos formativos del certificado de profesionalidad (artículo 17 del Real Decreto 1529/2012).

					La preocupación por la formación teórica lleva al legislador a establecer en el artículo 14 (presunciones) del Real Decreto 1529/2012, de 8 de noviembre, que se presumirán celebrados por tiempo indefinido y a jornada completa los contratos para la formación y el aprendizaje cuando no se hubiesen observado las exigencias de formalización escrita, salvo prueba en contrario que acredite su naturaleza temporal.

					Asimismo adquirirán la condición de personas trabajadoras fijas y a jornada completa las contratadas para la formación y el aprendizaje que no hubieran sido dadas de alta en la Seguridad Social, una vez transcurrido un plazo igual al que legalmente hubieran podido fijar para el período de prueba, salvo que de la propia naturaleza de las actividades o de los servicios contratados se deduzca claramente la duración temporal de los mismos.

					Y finalmente se presumirán por tiempo indefinido y a jornada completa los contratos para la formación y el aprendizaje celebrados en fraude de ley.

					 La retribución del trabajador contratado para la formación será la establecida en convenio colectivo, fijada conforme a lo dispuesto en el artículo 11.2.g) del Estatuto de los Trabajadores, y no podrá ser, en ningún caso, inferior al salario mínimo interprofesional en proporción al tiempo de trabajo efectivo, eliminándose las diferencias en función de si se encontraba el trabajador en el primer año del contrato o sucesivos años.

					 La acción protectora de la Seguridad Social del trabajador contratado para la formación comprenderá todas las contingencias, situaciones protegibles y prestaciones, incluido el desempleo. Asímismo se tendrá derecho a la cobertura del Fondo de Garantía Salarial (artículo 26 del Real Decreto 1529/2012).

					En este último supuesto, la reciente reforma de 2010 viene a equiparar totalmente a los trabajadores contratados para la formación con los demás trabajadores, lo que supone la culminación de un largo proceso de igualación desde el principio de su regulación.

					 El contrato para la formación es único en la vida laboral del trabajador, al igual que lo establecido para el contrato en prácticas «expirada la duración máxima del contrato para la formación, el trabajador no podrá ser contratado bajo esta modalidad por la misma o distinta empresa» (art. 11.2 c) del Estatuto de los Trabajadores), así como que no se podrán celebrar contratos para la formación y el aprendizaje cuando el puesto de trabajo correspondiente al contrato haya sido desempeñado con anterioridad por el trabajador en la misma empresa por tiempo superior a doce meses; exigencia que acredita su excepcionalidad.

			

			La transformación de los contratos para la formación y el aprendizaje en contratos de trabajo indefinidos, viene gozando en los sucesivos ejercicios de incentivos en materia de Seguridad Social. En la actualidad, se sitúan en la reducción de cuotas empresariales del 100% o del 75% en función de la plantilla de la empresa, menos de 250 trabajadores o más respectivamente, y durante toda la vigencia del contrato.

			
					 Por su parte, el apartado 3 del artículo 11 establece en común para contratos en prácticas y de formación que en la negociación colectiva se fijarán criterios y procedimientos tendentes a conseguir una presencia equilibrada de hombres y mujeres vinculados a la empresa mediante contratos formativos. Asimismo, podrán establecerse compromisos de conversión de los contratos formativos en contratos por tiempo indefinido.

			

			3. Contrato a tiempo parcial y contrato de relevo

			Los dos son figuras laborales contractuales, distintas, pese a su proximidad, y de régimen laboral común.

			a) Contrato de trabajo a tiempo parcial

			Tal vez sea el de tiempo parcial uno de los contratos de trabajo, que más modificaciones ha experimentado desde su aparición en el Estatuto de los Trabajadores de 1980; las sucesivas reformas legislativas (1984, 1994 y 1998) de su régimen jurídico hasta la Ley 12/2001 de 9 de julio de «medidas urgentes de reforma del mercado de trabajo para el incremento del empleo y la mejora de la calidad», que da la redacción vigente del artículo 12 estatutario acreditan que el contrato a tiempo parcial ha sido uno de los instrumentos más importantes de las políticas de empleo.

			El contrato de trabajo se entenderá celebrado a tiempo parcial cuando se haya acordado la prestación de servicios durante un número de horas al día, a la semana, al mes o al año, inferior a la jornada de trabajo de un trabajador a tiempo completo comparable (art. 12.1 del Estatuto).

			Se entenderá por trabajador a tiempo completo comparable, que es el punto de referencia, a «un trabajador a tiempo completo de la misma empresa y centro de trabajo, con el mismo tipo de contrato de trabajo y que realice un trabajo idéntico o similar (art. 12.1)». En el supuesto de que en la empresa no hubiera ningún trabajador comparable a tiempo completo, se considerará la jornada a tiempo completo prevista en el convenio colectivo de aplicación o, en su defecto, la jornada máxima legal.

			El régimen jurídico del contrato a tiempo parcial cuenta con los siguientes puntos fundamentales:

			
					El contrato se formalizará necesariamente por escrito y en él deben figurar el número de horas ordinarias de trabajo al día, a la semana, al mes o al año contratados y su distribución.

					El contrato podrá concertarse por tiempo indefinido o por duración determinada, excepto en el contrato para la formación.

					Los trabajadores a tiempo parcial tendrán los mismos derechos que los trabajadores a tiempo completo, lógicamente de manera proporcional y en función del tiempo trabajo.

					La conversión de un trabajo a tiempo completo en un trabajo a tiempo parcial y viceversa tendrá siempre carácter voluntario para el trabajador y no se podrá imponer de forma unilateral o como consecuencia de una modificación sustancial de condiciones de trabajo.

					Hasta la reforma de 2012, se prohibía la realización de horas extraordinarias a los trabajadores contratados a tiempo parcial, pero en el actual artículo 12.4 c se permite su realización, si bien que limitadas a las previstas en el artículo 35.3: «No se tendrá en cuenta, a efectos de la duración máxima de la jornada ordinaria laboral, ni para el cómputo del número máximo de las horas extraordinarias autorizadas, el exceso de las trabajadas para prevenir o reparar siniestros y otros daños extraordinarios y urgentes, sin perjuicio de su compensación como horas extraordinarias».

					Las horas extraordinarias realizadas en el contrato a tiempo parcial computarán a efectos de bases de cotización a la Seguridad Social y bases reguladoras de las prestaciones.

			

			La realización de las horas complementarias tras la modificación operada por el Real Decreto Ley 16/2013, de 20 de diciembre, de medidas para favorecer la contratación estable y mejorar la empleabilidad de los trabajadores, está sujeta a las siguientes reglas:

			
					El empresario solo podrá exigir la realización de horas de trabajo complementarias, cuando así lo hubiere pactado expresamente con el trabajador. Constituye un pacto específico, respecto al contrato que podrá acordarse, bien en el momento de la celebración del contrato a tiempo parcial, bien con posterioridad al mismo, y en todo caso, por escrito.

					Solo se podrá formalizar el pacto de horas complementarias, en el caso de contratos a tiempo parcial con una jornada de trabajo no inferior a diez horas semanales en cómputo anual.

					El pacto de horas complementarias deberá recoger el número de horas complementarias cuya realización podrá ser requerida por el empresario.

					El número de horas complementarias pactadas no podrá exceder del 30 por 100 de las horas ordinarias de trabajo objeto del contrato. Los convenios colectivos podrán establecer otro porcentaje máximo, que, en ningún caso, podrá ser inferior al citado 30 por 100 ni exceder del 60 por 100 de las horas ordinarias contratadas. 

					El trabajador deberá conocer el día y la hora de realización de las horas complementarias pactadas con un preaviso mínimo de tres días, salvo que el convenio establezca un plazo de preaviso inferior.

					El pacto de horas complementarias podrá quedar sin efecto por renuncia del trabajador, mediante un preaviso de quince días, una vez cumplido un año desde su celebración, cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias:

					La atención de las responsabilidades familiares enunciadas en el artículo 37.5 de esta ley.

					Por necesidades formativas, siempre que se acredite la incompatibilidad horaria.

					Por incompatibilidad con otro contrato a tiempo parcial.

			

			El pacto de horas complementarias y las condiciones de realización de las mismas estarán sujetos a las reglas previstas en las letras anteriores. En caso de incumplimiento de tales reglas, la negativa del trabajador a la realización de las horas complementarias, pese a haber sido pactadas, no constituirá conducta laboral sancionable.

			Sin perjuicio del pacto de horas complementarias, en los contratos a tiempo parcial de duración indefinida con una jornada de trabajo no inferior a diez horas semanales en cómputo anual, el empresario podrá, en cualquier momento, ofrecer al trabajador la realización de horas complementarias de aceptación voluntaria, cuyo número no podrá superar el 15 por 100, ampliables al 30 por 100 por convenio colectivo, de las horas ordinarias objeto del contrato. La negativa del trabajador a la realización de estas horas no constituirá conducta laboral sancionable.

			Estas horas complementarias no se computarán a efectos de los porcentajes de horas complementarias pactadas que se establecen en la letra c).

			
					La jornada de los trabajadores a tiempo parcial se registrará día a día y se totalizará mensualmente, entregando copia al trabajador, junto con el recibo de salarios, del resumen de todas las horas realizadas en cada mes, tanto las ordinarias como las complementarias a que se refiere el apartado 5.

			

			El empresario deberá conservar los resúmenes mensuales de los registros de jornada durante un periodo mínimo de cuatro años.

			En caso de incumplimiento de las referidas obligaciones de registro, el contrato se presumirá celebrado a jornada completa, salvo prueba en contrario que acredite el carácter parcial de los servicios.

			La realización de horas complementarias habrá de respetar, en todo caso, los límites en materia de jornada y descansos establecidos en los artículos 34, apartados 3 y 4; 36.1 y 37.1, de esta ley.

			Las horas complementarias efectivamente realizadas se retribuirán como ordinarias, computándose a efectos de bases de cotización a la Seguridad Social y períodos de carencia y bases reguladoras de las prestaciones. A tal efecto, el número y retribución de las horas complementarias realizadas se deberá recoger en el recibo individual de salarios y en los documentos de cotización a la Seguridad Social.

			Con la regulación vigente, basta que la jornada de trabajo pactada, sea inferior a la ordinaria a tiempo completo para que estemos en presencia de un contrato de trabajo a tiempo parcial; y así, tan trabajador a tiempo parcial es quien trabaja 2 horas al día, como el que lo hace 2 días a la semana, 3 semanas al mes, o unos meses al año.

			En la actualidad y como consecuencia de las modificaciones legislativas operadas, se considera una especie del contrato de trabajo a tiempo parcial el trabajo fijo-discontinuo.

			Su régimen jurídico tras la Ley 3/2012, de medidas urgentes de reforma del mercado trabajo, es el siguiente:

			El contrato por tiempo indefinido de fijos-discontinuos se concertará para realizar trabajos que tengan el carácter de fijos-discontinuos y no se repitan en fechas ciertas, dentro del volumen normal de actividad de la empresa. A los supuestos de trabajos discontinuos que se repitan en fechas ciertas les será de aplicación la regulación del contrato a tiempo parcial celebrado por tiempo indefinido. Los trabajadores fijos-discontinuos serán llamados en el orden y la forma que se determine en los respectivos convenios colectivos, pudiendo el trabajador, en caso de incumplimiento, reclamar en procedimiento de despido ante la jurisdicción competente, iniciándose el plazo para ello desde el momento en que tuviese conocimiento de la falta de convocatoria.

			Este contrato se deberá formalizar necesariamente por escrito en el modelo que se establezca, y en él deberá figurar una indicación sobre la duración estimada de la actividad, así como sobre la forma y orden de llamamiento que establezca el convenio colectivo aplicable, haciendo constar igualmente, de manera orientativa, la jornada laboral estimada y su distribución horaria.

			Los convenios colectivos de ámbito sectorial podrán acordar, cuando las peculiaridades de la actividad del sector así lo justifiquen, la utilización en los contratos de fijos-discontinuos de la modalidad de tiempo parcial, así como los requisitos y especialidades para la conversión de contratos temporales en contratos de fijos-discontinuos.

			b) Contrato de relevo

			El contrato de trabajo de relevo es al mismo tiempo también un contrato a tiempo parcial, del que, en rigor, es una variedad ciertamente complicada.

			El contrato de relevo conlleva, en realidad, dos contratos a tiempo parcial: uno, con un trabajador normal de la empresa, que accede a reducir su jornada de trabajo y salario de entre un mínimo del 25% y un máximo del 50%, conforme al artículo 166 de la Ley General de la Seguridad Social (jubilación parcial), y otro contrato, de relevo, con la persona que viene a ocupar la fracción de jornada que deja vacante el primero.

			La reducción de jornada y de salario podrá alcanzar el 75% cuando el contrato de relevo se concierte a jornada completa y con duración indefinida, siempre que el trabajador cumpla los requisitos establecidos en el artículo 166.2.c de la Ley General de la Seguridad Social (redacción dada por la Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre actualización, adecuación y modernización del sistema de Seguridad Social).

			Como quiera que para poder celebrar el primer contrato del trabajador normal de la empresa se exige que reúna las condiciones generales para tener derecho a la pensión de jubilación, y que su edad habrá de ser inferior a cinco años, como máximo, de la edad exigida para la jubilación (65 años, con carácter general), el contrato para este trabajador equivale a una jubilación parcial, por cuanto percibe el correspondiente tanto por ciento de su salario y de la pensión de jubilación que le corresponda (65 años, con caracter general, aunque se prevé expresamente la posibilidad de jubilación parcial después de los 65 años).

			El segundo contrato celebrado con un trabajador en situación de desempleo o que tuviera concertado con la empresa un contrato de duración determinada que ocupa la jornada de trabajo dejada vacante por aquel, con la consiguiente reducción del salario, es el verdadero contrato de relevo, que ha de mantenerse obligatoriamente y como mínimo hasta la fecha de jubilación del anterior.

			Ambos contratos de trabajo se extinguen al cumplir el trabajador parcialmente sustituido la edad de jubilación, salvo que la empresa convierta al segundo trabajador en trabajador a tiempo completo, para cuyo supuesto se prevén incentivos a la empresa, en forma de reducciones de cotización a la Seguridad Social.

			Se produce entonces una trasformación del segundo contrato, el propiamente de «relevo», de contrato a tiempo parcial a contrato a tiempo completo, que es la finalidad que persigue la norma, transformación, en todo caso voluntaria.

			El contrato de relevo se podrá celebrar también para sustituir a los trabajadores que se hayan jubilado parcialmente después de haber cumplido la edad de jubilación y no solamente para sustituir a los que no hayan alcanzado esta edad.

			La duración del contrato de relevo para el trabajador que sustituye al jubilado parcialmente será indefinida o al menos igual a la del tiempo que falte al trabajador sustituido para alcanzar la edad de jubilación, cuando haya adelantado ésta.

			Si al cumplir la edad de jubilación, el trabajador jubilado parcialmente continuase en la empresa, el contrato de relevo que se hubiere celebrado por duración determinada podrá prorrogarse mediante acuerdo de las partes por períodos anuales, extinguiéndose, en todo caso, al finalizar el período correspondiente al año en que se produzca la jubilación total del trabajador relevado.

			El contrato de relevo podrá celebrarse a jornada completa o a tiempo parcial. En todo caso, la duración de la jornada deberá ser, como mínimo, igual a la reducción de jornada acordada con el trabajador sustituido; y el horario de trabajo del trabajador relevista podrá completar el del trabajador sustituido o simultáneamente con él.

			El puesto de trabajo a desempeñar por el trabajador relevista, no tienen que ser el mismo que el desempeñado por el trabajador sustituido parcialmente, bastando con que desempeñe tareas correspondientes al mismo grupo profesional o categorías equivalentes dentro de la empresa.

			Las modificaciones del Estatuto, introducidas por las últimas reformas legislativas van ampliando progresivamente la posibilidad de celebrar contratos de relevo, pero al mismo tiempo van despojando a este contrato de las características propias del relevo, originariamente concebido para sustituir el tiempo de trabajo del trabajador parcialmente jubilado anticipadamente por otro trabajador en situación de desempleo.

			Vemos la ampliación del concepto en los siguientes puntos:

			
					Cabe el contrato de relevo, para sustituir a trabajadores que se hayan jubilado parcialmente después de haber cumplido la edad de jubilación.

					La duración del contrato de relevo no solamente ha de ser igual a la del tiempo que falte al trabajador sustituido hasta alcanzar la edad de jubilación, sino que puede ser de duración indefinida.

					Se contempla la probabilidad de que el trabajador jubilado parcialmente continúe en la empresa, después de alcanzar la edad de jubilación, en cuyo caso el contrato de relevo podrá prorrogarse hasta la jubilación total del trabajador relevado.

					Pero donde más se aprecia la ampliación del concepto de relevo, es al establecer que el trabajador relevista no tienen necesariamente que ocupar el puesto de trabajo del trabajador sustituido y parcialmente jubilado (supuesto en el que no existe relevo propiamente dicho).

			

			En la forma legislativa de 1994 se precisó que el derecho a la pensión de jubilación de la Seguridad Social del trabajador mayor relevado, ha de serlo a la pensión contributiva, precisión nada desdeñable, si tenemos en cuenta que desde el año 1992, existen pensiones de la Seguridad Social, de modalidad no contributiva, de cuantía muy inferior a las primeras, que no se establecen, en función de la cotización a la Seguridad Social.

			4. Contrato de trabajo a distancia

			Siguiendo el orden estatutario, el artículo 13 regula el contrato de trabajo a domicilio también como modalidad del contrato de trabajo común.

			A diferencia de los anteriores trabajos en prácticas, para la formación y a tiempo parcial y de relevo, a los que el Estatuto agrupa bajo la rúbrica general de «Modalidades del contrato de trabajo», el contrato de trabajo a distancia goza de rancia tradición en el ordenamiento jurídico-laboral y continúa teniendo, en la práctica, una generalizada aplicación.

			El Estatuto daba una definición del contrato de trabajo a domicilio muy acertada y expresiva, cuando dice que «tendrá la consideración de contrato de trabajo a domicilio aquel en que la prestación de la actividad laboral se realice de manera preponderante en el domicilio del trabajador o en el lugar libremente elegido por éste, de modo alternativo a su desarrollo presencial en el centro de trabajo de la empresa, en el domicilio del trabajador o en el lugar libremente elegido por éste y sin vigilancia del empresario» (art. 13-1).

			En este concepto legal quedan reflejados los elementos que lo caracterizan y que siendo un contrato de trabajo común u ordinario presenta como caracteres específicos, la libre elección del lugar de trabajo, al no existir aquí centro de trabajo organizado bajo la responsabilidad del empresario, y la ausencia de la normal vigilancia y control del empresario sobre la forma de prestar la actividad laboral.

			En la actualidad y por medio de la Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas urgentes de reforma del mercado laboral, se introducen algunas modificaciones que vienen a poner al día la realidad del trabajo antes llamado a domicilio y hoy a distancia.

			Se incluye en la actualidad la referencia a la preponderancia del trabajo fuera del centro habitual de trabajo, con lo que no necesariamente se tiene que desarrollar toda la actividad fuera del mismo.

			La tradicional y clásica nota de dependencias inherente a todo contrato de trabajo queda en esta clase de contratos muy debilitada, pero no por ello inexistente.

			El trabajador a domicilio sigue estando dentro del «ámbito de organización y dirección del empresario», que es como expresa el artículo 1.° del Estatuto la nota de dependencia. No se trata ya tanto de una dependencia física cuanto de una dependencia jurídica en cuanto al trabajador a domicilio, ha de atenerse a las instrucciones generales del empresario en cuanto al modo y forma de ejecutar el trabajo.

			Concurren, sin lugar a dudas, en el contrato de trabajo a domicilio, las notas esenciales a la relación laboral: ajenidad en el servicio, retribución y dependencia, si bien ésta atenuada, en el sentido antes indicado. La ausencia total de dependencia convertiría al trabajador a domicilio en trabajador independiente o autónomo.

			Son prescripciones estatutarias al respecto:

			
					El contrato se formalizará por escrito y el empresario entregará a la representación legal de los trabajadores una copia básica de todos los contratos que deban celebrarse por escrito, a excepción de los contratos de relación laboral especial de alta dirección sobre los que se establece el deber de notificación a la representación legal de los trabajadores.

					Con el fin de comprobar la adecuación del contenido del contrato a la legalidad vigente, esta copia básica contendrá todos los datos del contrato a excepción del número del documento nacional de identidad, el domicilio, el estado civil, y cualquier otro que, de acuerdo con la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, pudiera afectar a la intimidad personal.

					La copia básica se entregará por el empresario, en plazo no superior a diez días desde la formalización del contrato, a los representantes legales de los trabajadores, quienes la firmarán a efectos de acreditar que se ha producido la entrega.

					Posteriormente, dicha copia básica se enviará a la oficina de empleo. Cuando no exista representación legal de los trabajadores también deberá formalizarse copia básica y remitirse a la oficina de empleo.

			

			Es, con todo, doctrina jurisprudencial consolidada que la falta de forma escrita y de visado de la Oficina de Empleo no impide la existencia del contrato de trabajo a domicilio, por no constituir estas formalidades requisitos «ad solemnitatem» (STCT de 13-II-85 y 9-IV-85, entre otras).

			El régimen jurídico del trabajo a domicilio se completa en el Estatuto:

			Se considera que un contrato de trabajo de cualquier clase puede convertirse en contrato a distancia en algún momento de su vigencia, pues se permite que el acuerdo se establezca en el contrato inicial o posterior.

			Se exige que los trabajadores a distancia sean informados a fin de posibilitar la movilidad y promoción de la existencia de puestos de trabajo vacantes para su desarrollo presencial en sus centros de trabajo.

			Para la concreción de los derechos de representación colectivos de los trabajadores a distancia se obliga a que a estos efectos dichos trabajadores estén adscritos a un centro de trabajo concreto de la empresa.

			Se tomarán las medidas para que estos trabajadores accedan efectivamente a la formación profesional continua.

	  

	


	
		
			Capítulo II

			SUJETOS DEL CONTRATO DE TRABAJO (1)

	    Todo contrato implica una relación jurídica entre, al menos, dos personas, y en el contrato de trabajo, como contrato bilateral, la relación obligacional se establece entre dos personas o partes, que son el trabajador y el empresario, que se convierten así en sujetos del contrato de trabajo.

			Sujetos del contrato de trabajo son quienes contraen los respectivos derechos y obligaciones derivadas del contrato mismo, vinculándose entre sí, por virtud del lazo que éste establece entre ellos (Alonso García), obligándose en consecuencia, recíprocamente, dado el carácter sinalagmático del contrato laboral, a las prestaciones que le corresponden.

			Trabajador y empresario son, pues, los elementos subjetivos del contrato de trabajo, que junto al objeto y la causa del mismo integran la noción esencial del contrato.

			Interesa que precisemos y abundemos en estos conceptos.

			I. EL TRABAJADOR: CONCEPTO Y CLASES

			1. Concepto

			El concepto de quién sea trabajador es de una importancia primordial para nuestra disciplina, por cuanto el ordenamiento jurídico laboral surgió, precisamente para mejorar las condiciones de vida y trabajo de los trabajadores asalariados y es el destinatario básico de sus normas.

			En un sentido general, trabajador es toda persona que desarrolla un esfuerzo o actividad con un fin productivo o económico. Sin embargo, el concepto jurídico-laboral de trabajador es mucho más restrictivo y específico. Este concepto de trabajador, que es el que nos interesa, viene dado por el propio Estatuto de los Trabajadores, al explicitar la noción de contrato de trabajo que hemos estudiado. Es trabajador la persona física que «voluntariamente preste servicios retribuidos por cuenta ajena y dentro del ámbito de organización y dirección de otra persona, física o jurídica, denominada empleador o empresario». Las definiciones doctrinales coinciden básicamente con el concepto de derecho positivo. Así, para Bayón, son trabajadores las personas que libremente y, en virtud de un contrato, prestan a otras, con carácter profesional, servicios a cambio de un salario. Pérez Botija considera trabajadores más simplemente a quienes presten trabajo dependiente por cuenta ajena.

			El término «trabajador» es el normalmente utilizado en la actualidad, tanto por los textos positivos como por la doctrina, para referirse a esa parte de la relación laboral frente al de «obrero» u «operario», propio de etapas históricas superadas.

			Sólo la persona física, natural o individual, puede ser sujeto del contrato de trabajo en calidad de trabajador, ya que hemos afirmado el carácter personal de la prestación objeto del contrato de trabajo como algo que define la especialidad del contrato de trabajo, frente a otra clase de contratos, y su naturaleza de contrato «sui generis», al ser inseparables la prestación (trabajo) de la persona que lo ejecuta (trabajador).

			Para este concepto de trabajador es indiferente la distinción, más artificial que real, entre trabajadores manuales e intelectuales, que durante mucho tiempo hasta llegó a definir el ámbito de la legislación laboral, que reducía su protección a los trabajadores manuales, concepción hoy enteramente superada.

			Existen, por otra parte, una serie de circunstancias personales que influyen en la capacidad de la persona física para ser titular de relaciones laborales y adquirir la cualidad jurídica de trabajador. En todo caso, estas circunstancias hacen referencia no a la capacidad jurídica o aptitud genérica para ser titular de relaciones jurídicas, sino a la capacidad de obrar o aptitud para realizar actos jurídicamente eficaces.

			2. Clases de trabajadores

			Al trabajador de régimen común u ordinario se le puede clasificar desde distintos puntos de vista.

			La clásica distinción entre trabajadores manuales e intelectuales ha perdido hoy, como decíamos antes, gran parte de su fundamento sociológico, como lo ha perdido la denominación de obrero u operario para referirse al trabajador, persona física que, a cambio de una retribución, realiza su prestación laboral para y por cuenta de otro, denominado no ya patrono, sino empleador o empresario.

			Sin duda que son muchos los factores extramuros del derecho que han contribuido a ello; pero no es el menos importante la fuerza expansiva del Derecho Laboral, que de proteger, en un principio, a los solos trabajadores manuales (Código de Trabajo de 1926) ha ido extendiendo progresivamente su ámbito de aplicación hasta abarcar hoy a la inmensa mayoría de la población activa.

			La clasificación, pues, de trabajadores manuales e intelectuales no tiene mucho sentido, a más que en la realidad social no hay trabajos exclusivamente manuales ni trabajos exclusivamente intelectuales; todo trabajo manual, por humano, es un trabajo inteligente, como todo trabajo intelectual tiene y exige una proyección exterior al sujeto que lo presta. A lo más que podemos llegar es a hablar de trabajos predominantemente manuales y trabajos predominantemente intelectuales.

			Esta primera clasificación de trabajadores, aunque muy debilitada, tiene, sin embargo, eco todavía en la regulación positiva de las relaciones laborales. Así, el trabajador manual acostumbra a ser retribuido por días, semanas o quincenas, mientras que los llamados trabajadores intelectuales lo son por meses. Los propios decretos sobre salarios mínimos interprofesionales establecen salarios mínimos-día y salarios mínimos-mes; el salario mínimo-día para el año 2013, se fija en 21,51 euros/día o 645,30 euros/mes (Real Decreto 1717/2012, de 28 de diciembre, por el que se fija el salario mínimo interprofesional para el año 2013).

			Reflejo de esta clásica distinción entre trabajadores manuales e intelectuales es igualmente lo que a efectos de elecciones sindicales señala el Estatuto de los Trabajadores, para el que el censo de electores se distribuirá en dos colegios: uno integrado por técnicos y administrativos y otro por los trabajadores especialistas y no cualificados (art. 71).

			Más importancia tiene la clasificación de los trabajadores en grupos, tales como técnicos, administrativos, obreros y subalternos, clasificación típica en las Reglamentaciones y Ordenanzas de Trabajo, cuyo valor jurídico residual reconocido en el Estatuto de los Trabajadores prolonga su vigencia en la práctica hasta 31 de diciembre de 1994, singularmente en materias tales como la clasificación profesional y hoy definitivamente erradicadas.

			Según el sector de actividad económica en que se presta la actividad, cabe hablar de trabajadores agrícolas, de la industria y de los servicios; como atendiendo a la duración de la relación laboral, cabe hablar de trabajadores fijos, de plantilla o de obra, interinos, eventuales, o de trabajo discontinuo, clasificación que reviste gran importancia y que será objeto de lecciones posteriores.

			El dinamismo de la realidad social regulada por el Derecho del Trabajo, ha conducido a la aparición de cierta clase de trabajadores, que no encajan ya en el clásico concepto de trabajador intelectual, como los llamados «cuadros», ejecutivos o directivos, por cuanto ejercen funciones de responsabilidad y mando en las empresas, derivadas del poder de dirección empresarial sin que puedan encuadrarse, por otra parte, en el personal directivo propiamente dicho o de alta dirección a que se refiere el artículo 3-1-c del Estatuto Excepcionalmente su régimen salarial se aparta del general de los demás trabajadores.

			Las tendencias es, con todo, a una superación de las distinciones entre unos y otros trabajadores y a una homogeneización del régimen jurídico laboral.

			II. TRABAJOS EXCLUIDOS DEL ORDENAMIENTO LABORAL

			Existen determinadas actividades, excluidas expresamente por la ley del ámbito contractual laboral, pese a su proximidad y similitud con las actividades laborales.

			El artículo 1.° del Estatuto de los Trabajadores, que define el ámbito de aplicación de éste, dice en su apartado 3: «Se excluyen del ámbito regulado por la presente ley:

			 
				a) La relación de servicio de los funcionarios públicos, que se regulará por el Estatuto de la Función Pública, así como la del personal al servicio del Estado, las Corporaciones locales y de Entidades Públicas Autónomas, cuando, al amparo de una ley, dicha relación se regule por normas administrativas o estatutarias.

				b) Las prestaciones personales obligatorias.

				c) La actividad, que se limita pura y simplemente al mero desempeño del cargo de consejero o miembro de los órganos de administración en las empresas que revistan la forma jurídica de sociedad, y siempre que su actividad en la empresa sólo comporte la realización de cometidos inherentes a tal cargo.

				d) Los trabajos realizados a título de amistad, benevolencia o buena vecindad.

				e) Los trabajos familiares, salvo que se demuestre la condición de asalariados de quienes los lleven a cabo. Se considerarán familiares, a estos efectos, siempre que convivan con el empresario, el cónyuge, los descendientes, ascendientes y demás parientes por consaguinidad o afinidad, hasta el segundo grado inclusive, y, en su caso, por adopción.

				f) Las actividades de las personas que intervengan en operaciones mercantiles por cuenta de uno o más empresarios, siempre que queden personalmente obligados a responder del buen fin de la operación, asumiendo el riesgo y ventura de la misma.

				g) Y en general, todo trabajo que se efectúe en desarrollo de relación distinta de la que define el apartado 1 de este artículo».

			 
			Hasta aquí el importante párrafo 3 del artículo 1.° del Estatuto de los Trabajadores, que viene a clarificar la actividad, propiamente laboral, definida en el párrafo 1. Estas exclusiones, y alguna más, como la del servicio doméstico, hoy considerada relación laboral de carácter especial, son tradicionales en la ordenación positiva del contrato de trabajo. Salvo la relación de servicios del funcionario público y del personal al servicio de las Administraciones Públicas, la exclusión legal se fundamenta en que en todas ellas se da la ausencia de alguna de las notas definidoras del contrato de trabajo, bien la retribución, bien la dependencia, bien la ajenidad, bien la voluntariedad. Así, falta la nota de voluntariedad en las prestaciones personales obligatorias; la dependencia, en las actividades de mero consejero en empresas con forma jurídica de sociedad, como igualmente en los trabajos familiares, donde también están ausentes la remuneración y la ajenidad; falla la ajenidad en las actividades de intermediación mercantil por cuenta y riesgo propio, y finalmente, no hay retribución en los trabajos de carácter benévolo o amistoso.

			Por el contrario, sí están presentes todas estas connotaciones inherentes al contrato de trabajo en la actividad desempeñada por los funcionarios públicos, y, más aún, por el personal no funcionario al servicio de las Administraciones Públicas, cuyo trabajo se sustrae por imperativo de la ley a la regulación laboral que representa el Estatuto de los Trabajadores y, consiguientemente, al resto de la ordenación laboral. Esta exclusión legal tiene su fundamento en la peculiaridad de la relación que media entre el funcionario y la Administración Pública, que tiene a su cargo la gestión de los servicios públicos de la comunidad. Se trata de una exclusión tradicional en nuestro derecho y en los ordenamientos laborales extranjeros. Sin embargo, esta «deslaboralización» de los empleados de la Administración no es absoluta, y la propia ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público admite la posibilidad, ciertamente que restrictiva, de que la Administración celebre contratos de trabajo sin utilizar la técnica del contrato administrativo, que es la norma general para el personal funcionario.

			La Disposición Final séptima de la Ley 11/1994 que modifica determinados artículos del Estatuto de los Trabajadores introduce en el artículo 1.3 del Estatuto, un segundo párrafo, en los siguientes términos:

			«A tales efectos se entenderá excluido del ámbito laboral la actividad de personas prestadoras del servicio de transporte, al amparo de autorizaciones administrativas de las que sean titulares, realizada mediante el correspondiente precio con vehículos comerciales de servicio público, cuya propiedad o poder directo de disposición ostenten, aun cuando dichos servicios se realicen de forma continuada para un mismo cargador o comercializador».

			Apartado enigmático y de no fácil comprensión. Para que se dé esta exclusión deben concurrir las siguientes circunstancias:

			 
				a) Personas físicas con título habilitante para ejercer el transporte público, al amparo de autorizaciones administrativas.

				b) Que el vehículo sea propiedad o en poder directo de disposición del titular de la autorización, por cualquier título válido en derecho, leasing, etc.

				c) Que medie precio.

				d) Que este precio se pacte para varios cargadores o comercializadores o de forma continuada para uno solo de éstos.

		 
			Quienes reúnan las anteriores circunstancias serán trabajadores autónomos, excluidos del ámbito laboral; si falta cualquiera de ellas, lo convertirán en trabajadores por cuenta ajena no excluidos.

			La zona fronteriza entre una y otra calificación es muy tenue y susceptible por ello de posibles fraudes de ley.

			El párrafo incluido en 1994, fue declarado constitucional por la Sentencia 227/1998 del Tribunal Constitucional.

			1. Trabajador autónomo





OEBPS/images/Cubierta_fmt.jpeg
Derecho InlelduaI
del Trabajo

Leodegario Fernandez Marcos
R

Leodegario Famandez ;énchez






